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Introducción:
¿Para qué dialogar sobre el liberalismo?

 

 

Antonio Escobar Ohmstede

José Marcos Medina Bustos

Zulema Trejo Contreras

 

¿Podemos entender qué es y qué implicaba el liberalismo?

 

Aun con los actuales avances en la historiografía latinoamericana y mexicanista no debe sorprendernos que el liberalismo haya sido y siga siendo interpretado como un elemento tan poderoso, en términos de influencia y cambios en la Latinoamérica del siglo xix,1 que el éxito o fracaso de los gobiernos del siglo antepasado se haya hecho depender de él, sobre todo considerando lo que implicaría su aplicación en los posibles cambios de las sociedades que cobijaban los países surgidos de las diversas independencias. Por una parte, los autores originarios de la doctrina liberal hicieron discursos extraordinariamente confiados sobre la eficacia económica e incluso política que llevaría a modificar el actuar de los distintos actores sociales. Por otra, los países europeos en donde emergió la mencionada doctrina eran los más “modernos” y los que tenían más éxito económico en aquel entonces; además eran con los que América Latina sostenía sus intercambios comerciales, políticos, militares y culturales más intensos, lo que sin duda permitió crear y recrear un ideal que llevaría a muchas de las nuevas entidades políticas latinoamericanas a “nuevos modelos” de desarrollo que, supuestamente, permitirían dejar atrás aquellos legados coloniales que impedían el desarrollo de los individuos, del “Estado” y del capitalismo en ciernes. 

No es de extrañar, por lo tanto, que en las últimas décadas del siglo xx, con base en las denominadas reformas del Estado,2 muchos intelectuales, gobernantes y movimientos sociales culparan al liberalismo (léase neoliberalismo) económico, y en ocasiones al social y al político, para explicar los fracasos económicos de la América Latina republicana, lo que ha llevado a una serie de complejos problemas sociales y políticos, sin descartar los económicos. De esta manera la memoria histórica se convirtió en un referente para los reclamos sociales, reconociendo que las raíces de los problemas se remontan al siglo xix.

El liberalismo económico consideraba que las tendencias del individuo al automejoramiento, de la macroeconomía al crecimiento, al igual que los aumentos de productividad, ocurrían a través de las estratagemas de una mano invisible, aspectos que se darían cuando el individuo y la economía fueran libres de las interferencias que ocasionaban desviaciones. En esencia la idea no era tan irreal, ya que por lo menos en su lugar de origen, en el noroeste europeo, éste era el componente económico de un liberalismo en sentido amplio, adoptado por nuevos grupos sociales emergentes –fabricantes, granjeros independientes, comerciantes sin privilegios–, quienes luchaban para emanciparse de las regulaciones y las autoridades del antiguo régimen. Las prescripciones políticas del liberalismo económico, sustentadas en la noción de muchos productores y consumidores pequeños en el mercado, incluían el libre comercio, la noción de ventaja comparada en el comercio internacional, el rechazo a los monopolios y “una presunción en contra de la acción del gobierno”. La tolerancia de la intervención gubernamental en la economía tendió a disminuir entre los teóricos desde 1770 hasta 1820, se mantuvo en un nivel bajo hacia 1850, y lentamente creció de nuevo, pero no tan decisivamente antes del final del siglo xix. David Ricardo (1772-1823) y el Club de Economía Política de Manchester, de Richard Cobden (1804-1865) abogaban por una posición más estrictamente de laissez-faire de la que había defendido Adam Smith con su posicionamiento fisiócrata. Veinticinco o treinta años después de terminadas las guerras independentistas surge una época de la cual no existe un consenso entre los estudiosos sobre el predominio del liberalismo económico. La divergencia de opinión se debe en parte a las distintas perspectivas nacionales –las influencias liberales eran decididamente más débiles en Bolivia, Perú o México que en Argentina–, aunque también reflejan distintos posicionamientos conceptuales e ideológicos, así como los momentos históricos en que las sociedades adoptaron, rechazaron o asimilaron las vertientes liberales. 

De acuerdo al tenor anterior son importantes las aportaciones que se hacen en este libro, por ejemplo: el recordatorio de Romana Falcón sobre poner atención en las fuentes de archivo así como en las tonalidades de grises que proporcionan, abandonando las visiones en blanco y negro. En la misma sintonía, Michael Ducey insiste en la necesidad de atender el impacto del liberalismo a ras de suelo, estudiando la manera en que las personas concretas se relacionaban con las instituciones liberales y resaltando la importancia de la dimensión local. El tema del ámbito espacial también es señalado por Antonio Escobar Ohmstede, para quien es importante distinguir los nacionales, estatales y locales, pues si bien se puede trazar una perspectiva general de corte liberal, los espacios estatales son claves en la adopción de variantes en el proyecto liberal que atiende a las circunstancias particulares.

Durante los últimos quince años ha crecido el escepticismo acerca de la influencia del liberalismo económico en muchas partes de América Latina antes de 1850, y creemos que se justifica.3 En la década de 1820 la mayoría de los sectores de las elites latinoamericanas se dio cuenta de que el aumento del comercio exterior, y especialmente de las exportaciones, sería crucial para el desarrollo económico de cada uno de sus países, demostrando poseer un conocimiento general de la nueva ciencia de la economía política; aun así, esto no los convirtió automáticamente en liberales, pero sí en algunos casos en proteccionistas. Con el entusiasmo teórico de las elites políticas e intelectuales por la nueva ciencia de la economía política, durante los años inmediatamente posteriores a las independencias se realizaron esfuerzos por difundir la doctrina a través de cursos en escuelas y universidades. Por ejemplo, en 1823, el Congreso mexicano debatió ampliamente la propuesta hecha por varios diputados para establecer una cátedra de economía política en cada capital provincial, bajo la inspección directa de las diputaciones provinciales. Todos aquellos que cursaban la carrera de derecho debían tomar un curso en economía política durante seis meses como mínimo, y todos los que se postularan para un puesto en los ministerios de Hacienda y Relaciones Exteriores tenían que examinarse en economía política con tres catedráticos especializados en el tema.

El liberalismo fue una doctrina comprometida con diversos valores: la “autonomía” individual, la dignidad de la persona, la libertad y la igualdad. Dichos valores generan una serie de exigencias respecto a la legitimidad del poder político y le imponen restricciones que consisten en el respeto de las personas. En este volumen, Zulema Trejo, considerando las posibilidades que otorgaba el liberalismo, observa cómo los grupos indígenas de Sonora adoptaron/adaptaron algunos elementos del imaginario social liberal para preservar su ser. De su análisis resulta que fue una operación exitosa en el caso de yaquis y mayos que lograron mantenerse como etnias diferenciadas, y fallida en el caso de los ópatas que desaparecieron como grupo indígena.

Nos atrevemos a decir que quizá la historia del liberalismo es aún una historia mal comprendida. Hablando de los orígenes, que brevemente hemos mencionado líneas arriba, hubo muchos y variables liberalismos, pero a menudo se nos presenta una única vertiente: la anglosajona. Creemos que es una equivocación histórica considerar que solamente hay un modelo de liberalismo; podemos observar que las llamadas instituciones liberales son fruto de diversas estrategias inventadas, adaptadas e implementadas para organizar de tal forma el gobierno, tratando de hacer efectivos los valores mencionados en el párrafo anterior. Siguiendo esta línea, los autores de este libro comparten implícita o explícitamente varias ideas generales sobre el liberalismo como objeto de investigación. Una de ellas es la planteada por Érika Pani, en el sentido de considerar el estudio del liberalismo como un tema histórico, no únicamente conceptual; es decir, ubicado necesariamente en un espacio y tiempo determinado, en circunstancias específicas en las que el debate y la lucha por el poder le son consustanciales.

Respecto a México, pensamos que a pesar de que se han escrito miles de páginas aún hay aspectos que no han sido apropiadamente comprendidos. Las ideas y discursos liberales tomaron diversos rumbos e impactaron a las sociedades rurales y urbanas de formas variadas; los pueblos y sus habitantes en cierta medida las adaptaron y adecuaron a sus necesidades, usaron el lenguaje como estrategia para defender sus derechos en torno a los llamados bienes comunales, así como para exigir justicia y respeto a los “usos y costumbres”. Sin duda, lo que se muestra en los estudios que cobija el presente volumen es la idea de ir más allá de lo que se ha dicho alrededor del liberalismo. Lo que nos ha mostrado la historiografía mexicanista sobre el siglo xix es que algunos intelectuales y movimientos político-sociales vieron, comprendieron o entendieron al liberalismo como una ideología comprometida con un individualismo radical que no consideraba de manera adecuada la justicia; otros lo comprendieron como un compromiso con la igualdad y otros con la participación democrática y el ideal de “autogobierno”.

 

 

El liberalismo y las ideas de construcción de la nación

 

A pesar de la complejidad de los procesos y momentos que cada entidad latinoamericana enfrentó existieron intentos y políticas compartidas entre las bases fundadoras de estas naciones, elemento central en que se iba a fincar el liberalismo. Entre ellas, resalta la aspiración de ir homogeneizando a las diversas poblaciones indígenas, negras, mulatas (véase Hoffmann 2010), más que con el resto de la población, con los ideales “civilizatorios” imperantes. En diversas partes de México podemos contrastar las estrategias principales que se utilizaron durante el siglo xix para lograrlo: las propuestas de igualdad jurídica, la educación, la construcción de la ciudadanía, la individualización, privatización y circulación de la tierra y de la fuerza de trabajo, la eliminación del tributo así como las diversas respuestas (violentas o pasivas, vistas como formas de resistencia) a estos intentos por parte de los indígenas, donde la desaparición de ciertas instancias intermediadoras coloniales (gobiernos, misiones, juzgados) llevó al resquebrajamiento de estructuras socio étnicas y fueron elementos esenciales de los postulados del liberalismo, reinterpretado por quienes consideraban que así se debía de realizar. Las variantes fueron muchas, así como los resultados, ya que, por más que sus portavoces lo pretendieran, la realidad nunca se ajustó al discurso y al proyecto integrador y homogeneizador (véanse por ejemplo, Reina y Pérez Montfort 2013; Pérez Toledo 2012; Escobar Ohmstede, Falcón y Buve 2010 y 2002; Escobar Ohmstede 2007). 

Dos elementos son medulares para tratar de comprender los liberalismos latinoamericanos y más específicamente el mexicano: por una parte, el proceso mediante el cual de la América colonial se construyeron diversas naciones desde una misma “nacionalidad”; es decir, pasar de españoles (definidos así a partir de la Constitución de 1812) a mexicanos, guatemaltecos, argentinos, chilenos, peruanos, etcétera (Solano y Flórez 2013-2014; Cid 2012; Escobar Ohmstede 2010). Ello supuso un tránsito complicado; un primer paso consistió en el planteamiento ilustrado de interpretar el pasado comenzando con claves patrióticas que permitían realzar el pasado americano a la par que la colonización española y ofrecer una apología de sus patrias que no estaba reñida con la pertenencia a la monarquía hispánica en calidad de reinos integrados. 

El segundo elemento central fue lograr constituir naciones que, en la mayoría de los casos, no correspondían a comunidades humanas dotadas de una fuerte identidad cultural (Colombia y Venezuela bajo la idea del panamericanismo de Simón Bolívar o la Unión Centroamericana a partir de 1823), como algunas que habían avanzado en esa dirección durante el siglo xviii, tal es el caso de la Nueva España (México) y Perú, espacios en donde la lealtad a la Corona española fue más intensa. 

Aun cuando en el siglo xviii el término “Nación” se manejaba como sinónimo de “Estado”,4 comienza a surgir una nueva idea de nación al hablarse de la conformación política de una comunidad, una especie de mezcla de razón e historia, de conceptos y realidad, de universal y de particular, de antigüedad y de novedad, y sin duda un modelo que “exportó” el liberalismo europeo y que deseaban asumir los diversos gobernantes tanto de México como de otras entidades latinoamericanas. 

Las ideas opuestas a lo que se fue definiendo como el “antiguo régimen” se diseminaron por varias rutas en el México de los primeros decenios del siglo xix. Muchas bibliotecas de notables contaban con libros de Montesquieu, Rousseau, Bentham, Constant, Voltaire, Reynal, Quesnay y otros fisiócratas. El pensamiento inglés representado por los libros de Newton, Locke, y más tarde Adam Smith, también estaban presentes. Inspirados en estas ideas, abundaban los escritos críticos y las propuestas de reforma a corporaciones e individuos, así como lo que actualmente se podría definir como “políticas públicas”.

De esta manera, dada la heterogeneidad étnica, cultural y social, los hombres públicos del siglo xix no pretendían construir, en un primer momento, un Estado-nación con criterios étnicos o culturales, sino una “nación de ciudadanos” (definida políticamente, individualmente y desde una perspectiva del liberalismo político que no cancelaba la “unión” o comunidad de individuos) con lo cual se creaba el efecto de unidad, en el sentido de que la posible igualdad daría dicho sentimiento, así como el acceso a los derechos políticos y sociales emanados de tal categoría (Cruz 2012). Precisamente el título de ciudadano aludía a los nuevos derechos políticos y económicos reclamados por algunos sectores novohispanos, y a partir de su análisis en tiempos recientes ha implicado un proceso político de “modernización” liberal (véanse Irurozqui 2004 y 2005, 233-260; Quijada, Bernard y Schneider 2000, especialmente cap. i).

Al mismo tiempo, por medio de la igualdad jurídica se prometía superar las tensiones resultantes de la heterogeneidad étnica, además de que sería la base y el origen del poder político de una pretendida sociedad sustentada en el liberalismo. Así, el fin era construir una personalidad interna y duradera, presente en cada individuo y en el común, preservada por unas fronteras extensas y supuestamente delimitadas, pero a la vez difusas;5 al menos hasta los últimos años decimonónicos, que actúan como protección y proyección de la nación.

En los siglos xvii y xviii, pero principalmente en el último, es cuando la idea de nación se fue conformando paulatinamente. Algunos estudios recientes han considerado que los orígenes y la genealogía de la “nación” tienen sus particularidades en las raíces étnicas; en este sentido las raíces de las naciones deberían buscarse en un modelo de comunidad étnica que puede y debe de estar presente a lo largo de la historia (p. ej. catalanes, sajones, francos, armenios, judíos, aymaras, quechuas, mapuches, nahuas, mayas, yaquis, zapotecas), convirtiéndose de esta manera en un acto de legitimidad para los actuales Estados (p. ej. Bolivia, Ecuador y Perú); voluntad reflejada en la instrumentalización y difusión de pautas culturales y lingüísticas, mitos de origen y un conjunto de símbolos tendientes a la consolidación de una identidad colectiva, y que aparece como uno de los elementos centrales en los programas de los grupos de poder en los procesos de configuración de los Estados nacionales en los siglos xix y xx, mucho más cercana a lo que fue el modelo francés. 

Durante varias decenas de años se consideró que la formación del Estado-nación era el punto final de la modernización social y económica, y por lo tanto el clímax de la doctrina liberal. Dentro de esta suposición los grupos “aislados”, tales como los pueblos indígenas, cimarrones y afroamericanos, se irían incorporando poco a poco a un conjunto más amplio encabezado por el Estado o la nación, si es que se quisiera ver de esta manera. En este proceso las identidades de grupo disminuirían en aras de una identidad nacional, donde la importancia de la etnicidad sería sustituida por la identificación con el Estado-nación, esto es, una “comunidad mayor” y modernizante. Todo lo anterior ha caído en desuso debido al surgimiento del regionalismo y del separatismo étnico en zonas que hasta hace poco estaban sometidas a Estados aparentemente estables y centralizados, lo que ha revolucionado la reflexión teórica sobre la relación entre la formación de la etnicidad y la nación. 

Un buen ejemplo del cambio mencionado en la orientación académica es el estudio de Benedict Anderson sobre la nación como “comunidades imaginadas”, donde nación y nacionalismo se presentan como “opciones estratégicas”, lo cual poco a poco se ha ido abandonando. La independencia de los virreinatos americanos respecto a España se dio en diferentes momentos, proceso que coincide con la primera oleada de formación de naciones en Europa con tintes o sustentadas en los aires del liberalismo, que se produjo aproximadamente entre 1750 y 1850. Por eso Anderson coloca a los Estados americanos entre los “pioneros”. 

En general, los grupos de poder optaron por el modelo de una república constitucional; aunque en México se intentó instaurar la monarquía en dos ocasiones, el fracaso fue rotundo, fortaleciendo una xenofobia difusa en contra de los extranjeros, ya que por una parte se les rechazó por las agresiones que había sufrido el país con la guerra norteamericana (1846-1848) y la invasión francesa (1864-1867), y por otra, se les llamaba a colonizar y ser la nueva “base” biológica y cultural de la sociedad. La República se cimentaría formalmente en la libre voluntad del pueblo y en la igualdad de todos los ciudadanos (véase Acevedo y López Caballero 2012). Además de las ideas generales mencionadas, aparecen otras igualmente importantes que se desprenden de las investigaciones concretas. Por ejemplo, al analizar en su capítulo las políticas de naturalización de extranjeros por el Estado mexicano, Érika Pani observa que las leyes que lo normaban eran generosas, pues no señalaban más requisitos que tener un modo honesto de vivir. Incluso al hacer la comparación con Estados Unidos de Norteamérica, uno de los países considerados como el modelo liberal, resulta que sus políticas de naturalización contienen una severa limitante racial: sólo los “blancos y libres” eran candidatos a naturalizarse. Esta situación lleva a la autora a plantear que finalmente liberalismo y racismo no son excluyentes, como lo pudiera considerar una versión idealizada del proyecto liberal.

Las aspiraciones chocaban con la supervivencia de los privilegios sociales, así como la necesaria sobrevivencia hacendaria, lo que no evitó que se considerara que el Estado nacional se debía consolidar a través de la incorporación de los diversos grupos, pero a las elites no les quedaba claro cómo conseguirlo (véanse Falcón 2002; König 2000 y 1998).

A causa de que México no lograba integrarse regional, social y étnicamente, ni en cuanto a la infraestructura gubernamental y de transporte, las reformas liberales representaban programas para construir la nación; es decir, el intento de desarrollarla a través de un mecanismo de comunicación entre la creación de instituciones modernas y el crecimiento económico basado en las exportaciones. Los intereses de la nación y los de aquellas elites que formaban parte del acomodo político liberal parecían idénticos. Esto podía requerir la represión de grupos políticos regionales rebeldes y de amplios sectores populares (indígenas, campesinos, peones, mineros, artesanos). Había una gran variedad de tareas asignadas al Estado para lograr construir la nación: por ejemplo, eran insignificantes en la Nueva Granada, donde hacia 1864 los liberales creyeron que aún la construcción de los caminos y las escuelas no debía ser tarea del gobierno; al contrario, eran considerables en el Perú del guano e importantes para el México porfirista.

 

El liberalismo y lo agrario

 

Hay que tener en cuenta que a fines del siglo xviii y principios del siglo xix en México, las formas de tenencia y aprovechamiento de la tierra se basaban en fórmulas complejas heredadas de España, las cuales mantenían buena parte de la tierra al margen del mercado, y que según la visión liberal de la economía que se estaba imponiendo, obstaculizaban la asignación eficiente de los recursos y el buen funcionamiento de los espacios rurales. Desde esta perspectiva, la desamortización impulsada a nivel nacional desde la ley del 25 de junio de 1856 y aterrizada con sus variantes en las diversas entidades político-administrativas de México, iba a centrarse de manera importante en los “bienes comunales” (tierra, agua, montes y bosques) de los pueblos y en el patrimonio público de los ayuntamientos, sobre todo porque se consideraban formas de propiedad imperfecta al no pertenecer a un único propietario, lo que obstaculizaba la compra-venta de la tierra y entorpecía su utilización, así como un adecuado control administrativo y el pago de impuestos. Estos aspectos cruzaron desde la frontera norte de México hasta el sur del continente americano. 

En este libro, trabajos como los de Antonio Escobar Ohmstede sobre la desamortización en los valles centrales de Oaxaca, de Romana Falcón sobre la privatización de tierras comunales en el Estado de México, así como de Misantla en Veracruz en el de Michael T. Ducey, enfatizan la capacidad de los indígenas y campesinos comuneros de los pueblos para enfrentar las políticas privatizadoras utilizando una gran variedad de recursos legales brindados por las mismas leyes liberales y de prácticas tradicionales que seguían funcionando. Esto lleva a afirmar a Ducey que la resistencia pacífica condujo a que el nuevo Estado se caracterizara por su debilidad. Escobar Ohmstede y Falcón –en sus casos de estudio– coinciden en que incluso hubo autoridades, como algunos jefes políticos o alcaldes, que obstaculizaban la aplicación de las leyes privatizadoras, aunque no dejan de mencionar que también hubo pueblos que estuvieron a favor de la privatización. El panorama que trazan los tres autores es que la aplicación del programa liberal no pudo ser expedita, sino que fue frenada por el conjunto de recursos de oposición pacífica que los pueblos tuvieron a su disposición, así como por las interpretaciones que se dieron a los derechos y a la doctrina del liberalismo por parte de los habitantes de los mismos y quienes fungieron como intermediarios culturales.

El tema de la privatización de la tierra también es abordado por Gustavo Lorenzana para el caso de los pueblos mayos de Sonora. A diferencia de los autores anteriores, su perspectiva se centra en indagar las políticas que implementaron las autoridades estatales ante las peticiones de fundo legal de los pueblos. Su hallazgo es que en sus respuestas predominó el apoyo a los propietarios particulares, acorde a los antecedentes liberales españoles, aunque en algunas ocasiones se optó por reconocerles el fundo a los pueblos, política que –según el autor– marcaría una continuidad con la instrumentada por los monarcas Habsburgo.

El objetivo básico de los cambios que promovía la legislación desamortizadora era conseguir una redefinición de los derechos de propiedad, considerada imprescindible para llevar a cabo un desarrollo del campo y que podía contribuir, a su vez, a la modernización fiscal del país, incluyendo un mercado de tierras, aspecto particularmente relevante para regiones con cultivos de alto valor económico para las redes comerciales.  

Aun con lo mucho que se ha comentado sobre el impacto de las leyes liberales de la segunda mitad del siglo xix en torno a los pueblos indígenas, los ayuntamientos y la Iglesia, surgen algunas interrogantes acerca de lo que implicaron: ¿fue el elemento esencial de la construcción de una leyenda negra alrededor del porfiriato?6 ¿Su efecto real fue la construcción de un marco jurídico que posteriormente las entidades pertenecientes a la federación retocarían en sus diversos espacios político-administrativos (municipios)? O si tuvo una concreción inmediata con base en lo comentado por el entonces ministro de Hacienda ¿quiénes, por qué y para qué comenzaron a desamortizar los bienes? Y ¿qué tipo de bienes comenzaron a “trasladarse” a otras manos? Estas preguntas deben ser contextualizadas con las condiciones políticas, militares y sociales que prevalecían en el campo mexicano (Falcón 2002), así como con los enfrentamientos por los gobiernos locales y estatales entre diversos grupos y facciones políticas incluso entrando en el denominado porfiriato. También habría que considerar que en el último tercio del siglo xix ya existía una nueva generación de individuos (funcionarios, eclesiásticos, hacendados, comerciantes, militares, rancheros) que no forzosamente tenían fuertes alianzas con los sectores indígenas, como lo habían hecho algunos de sus padres o abuelos, lo que implicó que, en determinados rincones del territorio, los cambios generacionales llevaran a otras perspectivas y alianzas por parte de los actores sociales.

Es importante aclarar que, en relación con los pueblos que contenían población indígena y bienes comunales, se ha considerado que básicamente existían cuatro tipos de tierras, casi heredados del periodo colonial: fundo legal (concepto decimonónico), tierras de común repartimiento, ejidos, montes y bosques. Dichos tipos o formas asemejaban círculos que iban expandiéndose desde el centro del poblado, y de esta manera, para los siglos xix y xx, se construyó la idea de que así se encontraba estructurada territorialmente la comunidad indígena, aunque no se podría generalizar si tomamos en cuenta los estudios que se han realizado para el norte del país, como por ejemplo Sonora, Sinaloa o Chihuahua. Según la historiografía reciente y la cartografía, esto no fue así, puesto que existían y se mantenían espacios agrícolas, así como poblaciones a diversas distancias y de manera irregular en su distribución y acceso, estructuras heredadas, en muchos casos, de lo que implicó el periodo colonial. Asimismo, poco se ha considerado la existencia de propiedad privada en manos indígenas (por ejemplo, ranchos, haciendas e inclusive los bienes de los caciques sobrevivientes en Oaxaca y Yucatán en el siglo xix) y casi se ha presentado como una ilusión el hecho de que los pueblos indios cobijaban en su totalidad terrenos comunales, sea como parte del mismo pueblo, de instituciones eclesiásticas o de las que administraban o poseían los ayuntamientos; y que, por lo tanto, la privatización de dichas tierras llevaba casi a la “pobreza” del campesinado indio.

Un aspecto importante para entender qué sucedió con algunos de los terrenos comunales en la segunda mitad del siglo xix, los cuales en diversas regiones fueron considerados por los ayuntamientos como parte de su territorio y jurisdicción gracias a la herencia de la Constitución de 1812, es que muchos de los “nuevos” propietarios (en este caso, los indígenas-campesinos) no terminaron de “adquirir” o perdieron sus parcelas al no poder erogar los gastos de deslinde, titulación y compra de los derechos o acciones que tenían en usufructo desde hacía tiempo. Otros las conservaron en sus manos y las fueron dejando en herencia, mientras algunos más las adquirieron con capital de los “ricos” de los poblados, y casi de inmediato las traspasaron a aquellos que habían facilitado el dinero. En otros casos, los pueblos las titularon a nombre de sus pobladores, pero manteniendo los primeros el control sobre los recursos, aun cuando no tenemos claro de qué manera se distribuía la tierra para la siembra año con año entre los habitantes, y en la mayor parte de las situaciones, de qué manera las autoridades municipales y los vecinos hacían caso omiso a las indicaciones de los gobernantes o realizaban ventas simuladas. Se debe considerar que las autoridades municipales emergían de los mismos estratos pueblerinos, a donde después de un año tenían que regresar, lo cual implicaba un frágil equilibrio social. En este libro también se muestra que es insostenible la idea de una especie de “puritanismo” de quienes fueron elegidos para los ayuntamientos; sin duda, muchos de ellos vieron en los cargos administrativos una manera de obtener ingresos y propiedades extras en los procesos de deslinde, adjudicación y repartición de los bienes comunales, así como de beneficiarse de los productos de los denominados “terrenos comunales”. Con frecuencia, fueron ellos beneficiarios directos, o sus familiares o sus protegidos.7

Con base en lo anterior, varios capítulos de este volumen ponen atención en la manera como las elites y los indígenas adoptaron/adaptaron las políticas liberales sobre el gobierno indígena. Un primer eje de análisis está relacionado con el impacto del liberalismo gaditano. En los trabajos de Carlos Cortés sobre los pueblos de Michoacán, José Marcos Medina sobre Sonora e Inés Ortiz Yam sobre Yucatán, se coincide en señalar la importancia de la conformación de los ayuntamientos constitucionales que condujeron a la invisibilidad jurídica de las repúblicas indígenas mas no a su desaparición –como también lo plantea Ducey–. En el caso de Cortés y Medina se enfatiza su impacto sobre la jerarquía territorial con la introducción de los ayuntamientos cabecera de partido.

Una perspectiva en la que, si bien se considera la territorialidad de los pueblos se da más peso a la política, es en la que se ubican los estudios de José Marcos Medina e Inés Ortiz Yam. Ambos advierten el retroceso que hubo en la conformación de ayuntamientos una vez establecidos los nuevos estados federales. En el caso yucateco, desde 1824 se limitó su formación a ciudades, villas y cabeceras de partido. En el de Sonora, desde 1814 nada más se establecieron ayuntamientos en las cabeceras de partido como producto de una política particular del jefe político provincial, pero tal política se convirtió en ley que perduró hasta 1861.

Los mismos autores también coinciden en analizar los ajustes legislativos realizados por los congresos estatales para recuperar las repúblicas indígenas. En Yucatán, éstas se restablecieron desde 1824 para asegurar la recaudación fiscal, y en Sonora desde 1831 se volvieron a reconocer los gobiernos indígenas y sus cargos militares, con el objetivo de detener las rebeliones y de utilizar sus fuerzas armadas en el combate a los apaches y en las luchas faccionales. Esta política es identificada por Inés Ortiz como una recuperación de instituciones de antiguo régimen para fortalecer el Estado liberal y republicano. 

 

 

El liberalismo bajo una perspectiva económica

 

Debemos pensar en la influencia directa sobre la formulación de la política económica por parte del liberalismo, así como diferenciar entre las interferencias extranjeras privadas y las de los gobiernos extranjeros. Para la mayoría de los países, y especialmente en el caso de México, la influencia de los comerciantes, mineros y financieros extranjeros fue más fuerte durante la década posterior a las guerras insurgentes y a las declaraciones de independencia, para luego disminuir durante las décadas de 1830 y 1840, e incrementarse sustancialmente en el llamado porfiriato. La internacionalización de las economías latinoamericanas coincidió con un breve ciclo de expansión de las inversiones y los préstamos entre 1821 y 1825. La apertura especulativa del mercado monetario y la bolsa de valores de Londres para otorgar préstamos en México y la actual América Latina,8 así como para vender acciones de compañías mineras, se logró mediante grupos de comerciantes y banqueros británicos asociados con políticos y representantes diplomáticos. Estos grupos reforzaron mutuamente sus convicciones sobre la importancia de abrir mercados y crear requisitos legales para la inversión extranjera. De este modo, y en este primer momento de entusiasmo, los comerciantes extranjeros, los mineros y los financieros no aumentaron su influencia sobre políticas económicas a través del soborno (corrupción) y de la política de presión, sino a través de una comunidad de interés imaginada entre ellos y grupos políticos. En el trabajo de Juan Manuel Romero Gil se reflexiona sobre la importancia de los proyectos y las medidas de política económica instrumentadas por las elites regionales del noroeste y particularmente de Sonora, en un contexto de alto grado de autonomía. Si bien el autor aclara que muchos de los proyectos no se realizaron, constata que –finalmente– en su periodo de estudio (1830-1870) los intereses de las elites coincidieron con políticas económicas de corte liberal que favorecieron el desarrollo del capitalismo: liberación del comercio y de la exportación de metales; apertura a la colonización e inversión extranjera y privatización de las tierras comunales de los indígenas.

Un aspecto que no es posible dejar de lado en la historia del liberalismo en México, es la influencia de los gobiernos extranjeros y la intencionalidad con que a menudo influían en las políticas económicas durante el periodo decimonónico, sobre todo en la dirección del liberalismo económico. Sus maneras incluían las delegaciones de ministros visitando a los presidentes y ministros en turno, chargés d’affaires o cónsules encargados de negociar proyectos de ley o decretos que se consideraban contrarios a los intereses económicos de sus comunidades de negocios, protestas y demandas de compensación por pérdidas sufridas por sus ciudadanos (desde préstamos no pagados hasta la confiscación y la destrucción de propiedades en época de guerra), la negociación de tratados comerciales, el apoyo a un grupo político en contra de otro, y la diplomacia a través de los cañones de los bergantines que anclaban en los puertos del Golfo y Pacífico o la guerra (considérese la llamada “guerra de los pasteles” o las justificaciones para la invasión francesa en los años sesenta del siglo xix) (véase por ejemplo, Adams 2008). Hubo muchos casos en los cuales este tipo de negociación, presión y amenaza o el uso de la fuerza tuvieron como resultado cambios de políticas gubernamentales en la dirección general del liberalismo, como fueron las políticas proteccionistas de Lucas Alamán en la década de los treinta del siglo antepasado, o el tipo de colonización que se impulsó a partir de la derrota mexicana por parte de Estados Unidos. 

¿Por qué el liberalismo se convirtió en una doctrina dominante a partir de los años cuarenta del siglo xix tanto en términos políticos como económicos? (véase Serrano 2007). Sin duda, debido a los momentos de agitación intelectual que se vivieron a fines del siglo xviii y principios del siglo xix. Lo siguiente a causa de las implicaciones sociales y productivas en el mundo, como fue la abolición de las leyes de cereales en Gran Bretaña en 1846; las revoluciones de 1848 en Francia, y la tendencia general subsiguiente de rebajar las tarifas en muchas partes de Europa, asuntos que hicieron al liberalismo más creíble a los ojos de quienes consideraban serían la panacea para lograr que México formara parte del concierto de las naciones “desarrolladas”.

De esta manera ingresamos a una segunda mitad del siglo xix en que se fueron reduciendo y –dentro de lo posible– eliminando instancias heredadas del periodo colonial, como fueron los monopolios estatales o los fueros militares y eclesiásticos; se crearon impuestos y aranceles regionales; se eliminaron o se pretendió que desaparecieran derechos de propiedad considerados “arcaicos” (vínculos propietarios, tierras invendibles en manos de la Iglesia o de indígenas y ayuntamientos) y se continuó con la privatización de las tierras públicas (baldías o de la “nación”); la implementación de nuevos códigos civiles y comerciales, y esfuerzos para atraer capital y mano de obra extranjeros al desarrollo de los ferrocarriles y otras obras públicas, así como también una amplia gama de actividades productivas. 

Podemos considerar que la llegada y consolidación del liberalismo y las posteriores críticas al mismo, sea en su vertiente política o económica, se debió a las transformaciones estructurales de lo que ahora se ha denominado como el mundo atlántico, así como a la manera en que se difundieron las ideas y a los acomodos entre los diversos grupos políticos y sociales de México. Sin duda, el caso mexicano no se encuentra aislado del resto de América Latina, aunque los procesos hayan sido parecidos; los momentos pueden diferenciarse, así como los efectos que tuvieron en cada una de las sociedades (Langer 2009). Es importante considerar que México contaba con regiones mal integradas, lo que puede implicar que el liberalismo, incluso, fue aceptado, asimilado y concretado en diversos momentos por cada uno de los actores sociales.

 

 

En dónde nos encontramos

 

La historia política (Palacios 2007), económica y social del siglo xix está inevitablemente permeada por el estudio del liberalismo, sea que se le llame proyecto, ideología o sistema. El liberalismo en sus diversas variables constituyó el eje rector de las sociedades decimonónicas en todos sus ámbitos; debido a ello, en la historiografía mexicanista han predominado trabajos que privilegian su estudio desde la segunda mitad de la centuria pasada, aun cuando sus orígenes se remontan a la segunda mitad del siglo xviii. En este sentido, las obras de Jesús Reyes Heroles (2002)9 y de Charles Hale (1991 y 1972)10 constituyen un parteaguas del cual se ha derivado una variedad de investigaciones que los retoman como referentes obligados.

Estas tres obras brindan un panorama general del proyecto liberal en México, que si bien proporcionan referentes teóricos importantes para comprender las propuestas de los gobiernos mexicanos del siglo xix en los ámbitos político, económico y/o educativo, no llevan sus reflexiones al estudio de casos concretos en lo nacional o regional. Uno de los problemas metodológicos de estas obras ha sido el de las reflexiones de las ideas políticas y jurídicas. Elías Palti considera que el punto de inicio lo conforman las obras de Charles A. Hale, quien denunció la visión de que la historia de México había sido producto de una perspectiva ideológica y maniquea, articulada sobre la base de una antinomia esencial entre el liberalismo y el conservadurismo. La principal aportación de Hale, a decir de Palti, fue desprovincianizar a la historia intelectual de México, es decir, arrancarla del terreno ideológico (Palti 2007). La falta de concreción empírica no constituye un demérito de estas obras, puesto que el objetivo de sus autores no contemplaba la investigación empírica sino la reflexión teórica. Hubo que esperar varios años para que se publicaran trabajos que exploraran hechos concretos derivados del proyecto liberal.

Si hablamos de acontecimientos específicos emanados de los preceptos liberales una de las temáticas que comenzó a trabajarse primeramente tanto en lo nacional como en lo regional, fue la desamortización de las tierras comunales y la forma en que afectó a las comunidades indígenas y religiosas. De los primeros trabajos en este campo destaca Los bienes de la Iglesia en México, 1856-1875 de Jan Bazant, publicado por El Colegio de México en 1971. Más adelante otros autores estudiaron el mismo tema en diferentes estados o poblaciones del país como Toluca, Puebla, Morelia, Durango, Zacatecas por mencionar algunos ejemplos. Estos trabajos, conjuntamente con los estudios que describían los triunfos del liberalismo en diversas entidades del país, específicamente en la guerra de Reforma, florecieron en la historiografía mexicana de los años setenta y ochenta básicamente.

En la década de 1990 el liberalismo, como tema de reflexión teórica o estudio de caso, tomó auge nuevamente con los trabajos realizados por investigadores extranjeros, principalmente europeos. Una muestra de estos estudios la constituyen los artículos compilados por Enrique Montalvo en El águila bifronte publicado por el Instituto Nacional de Antropología e Historia en 1995; en este libro aparecen trabajos de Marcello Carmagnani, Marco Bellingeri, Paolo Riguzzi y Antonio Annino, investigadores italianos que produjeron trabajos cuyo hilo conductor fue el proyecto liberal y sus consecuencias. En este sentido los trabajos de Carmagnani y Riguzzi abrieron brecha en las investigaciones relacionadas con aspectos tanto fiscales como económicos del proyecto liberal, los cuales han sido seguidos por Sandra Kuntz, Alma Parra, Luis Aboites, entre otros. Marco Bellingeri, Antonio Annino y el mismo Marcello Carmagnani se centraron en el estudio de la ciudadanía, el voto y el surgimiento de ayuntamientos constitucionales, estudios que en los últimos años han encontrado ecos divergentes de historiadores mexicanos, norteamericanos y europeos.

En este grupo de historiadores extranjeros también se encuentran Brian Hammet, Peter Guardino, François Xavier Guerra, Manuel Shutz, Raymond Buve, Michael T. Ducey, Francie Chassen-López entre otros, quienes publicaron artículos y libros en los que el liberalismo, sus antecedentes, definición, consecuencias, triunfos o fracasos constituyeron los objetos de estudio, pero a la vez también una crítica a la manera en que se fue abordando. Como ejemplo de la obra de estos autores se encuentra el libro El liberalismo en México, editado en 1993 por la Asociación de Historiadores Europeos Latinoamericanistas. La calidad y variedad de los temas tratados en esta obra hacen de ella una referencia obligada para quienes investigamos el siglo xix mexicano. Aparte de los trabajos que hemos enlistado hasta aquí, se publicaron muchos otros durante los diez años que separaron el siglo xx del xxi, por lo cual consideramos que no es descabellado considerar esos años como la época dorada de los estudios del proyecto liberal, al menos en el caso mexicano. 

Cabe aclarar que en esta misma época historiadores mexicanos como Josefina Zoraida Vázquez, Érika Pani, José Antonio Serrano, Juan Ortiz, María del Carmen Salinas, Sandra Kuntz (2010) y Antonio Escobar Ohmstede publicaron trabajos en los cuales el liberalismo fue el eje rector o se encontraba subyacente a los planteamientos que desarrollaron, pues temáticamente tratan problemáticas diferentes, como la conformación de los grupos políticos, el ejército, los indígenas, la economía y los ayuntamientos, etcétera. Otras características que comparten los trabajos de los autores citados, aparte de retomar de una u otra forma el proyecto liberal, es que sus investigaciones son estudios de casos para diferentes regiones del país, y esto constituye su mayor aportación puesto que con sus investigaciones abrieron los senderos que hoy permiten transitar por el panorama de la historia regional teniendo como guía al proyecto liberal y sus efectos. 

Desde nuestro punto de vista la culminación de esta historiografía se alcanzó en 2003 con la publicación de un número especial de la revista Metapolítica dedicado al liberalismo. En este número Érika Pani, Elías José Palti, José Antonio Serrano, Antonio Annino, Conrado Hernández y Brian Hammett presentaron trabajos cuyo eje articulador fue responder, desde sus perspectivas, las preguntas ¿qué es el liberalismo? ¿Cuál es su definición? Después de la publicación de este número, el liberalismo fue descendiendo –dicho de manera coloquial– en el termómetro de las temáticas de moda; autores como Roberto Breña volvieron a ponerlo en primer plano años después aunque sin obtener el eco que tuvieron los trabajos publicados en los noventa. Así pues, en dicha década se cierra un ciclo en el estudio del liberalismo en México que inició a fines de los años sesenta con la publicación de los trabajos de Charles Hale y Jesús Reyes Heroles, cuyo punto culminante se alcanzó con la pléyade de estudios hechos tanto por investigadores mexicanos como extranjeros en la última década del siglo xx.

En la actualidad el interés por el liberalismo como tal no está en auge o más bien aún no es del todo bien comprendido,11 aunque para los historiadores dedicados a la investigación del siglo xix es imposible deslindarse del proyecto liberal puesto que éste permea todos los ámbitos de la sociedad decimonónica; es por ello que en la historiografía latinoamericana seguimos encontrando trabajos que retoman el tema y quizá el ejemplo más emblemático de ello lo constituyan las publicaciones de Elías Palti quien, desde Argentina, sigue explorando la veta del liberalismo decimonónico, e incluso proponiendo metodologías y referentes teóricos para su estudio.

Mención aparte merece la historiografía del bicentenario en la cual las investigaciones que tuvieron como eje implícito o explícito al proyecto liberal cobraron nueva vida tal vez de manera involuntaria en el sentido de que es imposible hablar del proceso de independencia y/o el de la revolución sin que acuda a la pluma del historiador el término liberalismo.12 En 2010, así como en el año previo y posterior, se publicaron y reeditaron libros que dieron a la época de transición entre Colonia y República una interpretación en la cual el papel del liberalismo y los liberales fue protagónico. Sin embargo, este auge momentáneo finalizó, casi tan abruptamente como inició, al término de la conmemoración, y sus resultados aún no se han percibido de manera adecuada en los ámbitos académicos.

Un aspecto más que debe ser medular y al que las ciencias sociales, a diferencia de otras ciencias, se deben enfrentar, es el de la fluidez de los conceptos, además de la dificultad de definir con extrema precisión su significado. No sólo en ocasiones se contraponen con la manera en que son utilizados en el lenguaje común, sino que diferentes “escuelas” de pensamiento y teoría pueden dotarlos de significados variables. Ejemplo notable y que se presenta en muchos de los estudios, se refiere a las categorías “raza” y “etnia”. Ambas pueden ser utilizadas en forma peyorativa, y a la vez asumir sentidos reivindicativos. Sin embargo, no queremos dejar de considerar la validez que aún tienen algunos conceptos frente a la diversidad interna de nuestras sociedades. De esta manera el éxito del concepto de “multiculturalismo”, así como el de “ciudadanía diferenciada” y “ciudadanía étnica” en torno a los diversos grupos étnicos, nacionalidades y sus territorios ha permitido que en estos momentos estemos discutiendo sobre la interculturalidad como un concepto que explica mucho más que los préstamos e intercambios culturales de los diversos conglomerados étnicos. Asimismo, hemos tomado del análisis de la globalización el concepto de “trasnacionalismo”, con el fin de entender la explosión de nacionalidades después de la caída del muro de Berlín y la supuesta eliminación de la polaridad de las economías, así como la movilidad de los individuos de manera interna y externa a las unidades territoriales y el paulatino debilitamiento de los Estados-nación, lo que ya aparecía en los momentos en que se desarrollaba la Segunda Guerra Mundial. 

Sin duda, los conceptos que han abierto la discusión para entender las diversas sociedades étnicas han permitido avanzar en el análisis del papel de los indígenas y de otros grupos vistos como “pobres”, “léperos”, “marginados” o subalternos, no solamente desde la visión del propio Estado y sus grupos de poder, sino a través de lo que se ha definido como la subalternidad en la historia cultural y social (Pérez Toledo 2012). Es así que hemos transitado de un análisis “desde arriba” –aun contando con cortes históricos algo rígidos, y en muchos casos con una polarización esquemática entre lo que es indígena y lo que no lo es–, a una propuesta que surge “desde abajo” y cruzando diversos niveles. Debemos insistir en que los pueblos, sus habitantes, los grupos étnicos sin asentamientos establecidos o fijos y su historia deben ser entendidos como consecuencia de una continua interacción entre éstos y las elites y sus proyectos políticos e intelectuales, de las diferenciaciones existentes entre los mismos pueblos o entre grupos étnicos, las estructuras de los gobiernos locales y la nación y sus instancias de gobernabilidad.

Con el propósito de seguir ampliando y profundizando en el papel del liberalismo en el ámbito regional, y aprovechando el marco del xxx aniversario de El Colegio de Sonora, se llevó a cabo en 2012 el coloquio “El liberalismo en México y sus efectos sociales, agrarios y políticos”, evento que congregó a especialistas de México, Yucatán, Michoacán, Veracruz, Oaxaca y Sonora para discutir cómo se desarrolló y qué consecuencias tuvo el proyecto liberal no sólo en diferentes zonas del país, sino en diferentes ámbitos sociales. Esta reunión permitió conocer la historiografía más reciente respecto al tema, además de matizar, comparar y enriquecer las investigaciones que se realizan en los diferentes espacios geográficos representados en el evento. 

El libro que presentamos en esta ocasión es el fruto del coloquio mencionado en el que se presentaron 17 trabajos, de los cuales diez se aceptaron para que fueran corregidos y adecuados entre 2012 y 2013, los que abordan desde diferentes perspectivas el proyecto liberal abarcando una temporalidad que va desde la década de 1820 hasta el inicio del siglo xx. Las temáticas tratadas no privilegian únicamente un aspecto del amplio abanico que ofrece el estudio del liberalismo, sino que abordan diversas temáticas y visiones que comparten un eje común que se deriva de intentar responder, cada quien desde su ámbito, los siguientes cuestionamientos: ¿es posible dejar de considerar al marco normativo como elemento esencial en los análisis del liberalismo? ¿Qué tipo de liberalismo se presentó y desarrolló en México durante el siglo xix? o ¿estamos frente a diversas interpretaciones y formas de liberalismos? ¿Podemos hablar de diferentes tipos de liberalismo? Creemos que muchas de las posibles respuestas se encuentran en los ensayos que reúne el presente volumen.

Para concluir, los coordinadores de este libro consideramos que los aportes que se hacen contribuirán a la tarea de lograr una mejor comprensión de lo que significó la implementación del liberalismo en nuestro país, y que las reflexiones de los autores en cada uno de sus capítulos, a partir de la investigación concreta, coadyuvarán a la gran tarea pendiente: realizar una nueva síntesis de lo que fue el liberalismo en México, tanto en términos teóricos y doctrinales, como de su aplicación práctica.

Finalmente y no por eso menos importante, queremos agradecer el apoyo de la Lic. Cristina Santeliz del Centro de Estudios Históricos de Región y Frontera de El Colegio de Sonora, quien nos ayudó en cada una de las fases de esta publicación. Sin su compromiso, este texto no estaría viendo la luz y los lectores no lo tendrían en sus manos.

 

Los coordinadores

Hermosillo/Distrito Federal

 

 

Bibliografía

 

Acevedo, Ariadna y Paula López Caballero (coordinadoras). 2012. Ciudadanos inesperados. Espacios de formación de la ciudadanía ayer y hoy. México: Centro de Investigación y Estudios Avanzados, El Colegio de México.

 

Adams, John A. Jr. 2008. Conflict and Commerce on the Rio Grande. Laredo, 1755-1955. usa: Texas A&M University Press.

 

Cid, Gabriel. 2012. La nación bajo examen. La historiografía sobre el nacionalismo y la identidad nacional en el siglo xix chileno. Polis, Revista de la Universidad Bolivariana xi (32): 329-350.

 

Cruz Parcero, Juan Antonio. 2012. Los derechos colectivos en el México del siglo xix. Isonomía. Revista de Teoría y Filosofía del Derecho 36: 147-187.

 

Escobar Ohmstede, Antonio. 2010. ¿Qué tipo de naciones percibimos en la América Latina del siglo xix? Sociedade e Cultura. Revista de Pesquisas e Debates em Ciências Sociais xiii (1): 39-53.

 

 (coordinador). 2007. Los pueblos indios en los tiempos de Benito Juárez. México: Universidad Autónoma Metropolitana, Universidad Autónoma “Benito Juárez” de Oaxaca.

 

Escobar Ohmstede, Antonio y Matthew Butler (coordinadores). 2013. Mexico in Transition: New Perspectives on Mexican Agrarian History, Nineteenth and Twentieth Centuries/México y sus transiciones: reconsideraciones sobre la historia agraria mexicana, siglos xix y xx. México: Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social, llilas Benson.

 

Escobar Ohmstede, Antonio, Romana Falcón y Raymond Buve (coordinadores). 2010. La arquitectura histórica del poder. Naciones, nacionalismos y estados en América Latina. Siglos xviii, xix y xx. México: El Colegio de México, cedla.

 

 ______. 2002. Pueblos, comunidades y municipios frente a los proyectos modernizadores en América Latina, siglo xix. México-Holanda: El Colegio de San Luis, cedla.

 

Escobar Ohmstede, Antonio, Fernando I. Salmerón, Laura Valladares y Guadalupe Escamilla (coordinadores). 2010. Reformas del Estado. Movimientos sociales y mundo rural en el siglo xx en América Latina. México: Universidad Nacional Autónoma de México, El Colegio de México, Instituto Nacional de Antropología e Historia, Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social, Colegio de Etnólogos y Antropólogos Sociales a.c., Universidad Iberoamericana, Universidad Autónoma Metropolitana, El Colegio de Michoacán (Cátedra interinstitucional Arturo Warman).

 

Falcón, Romana. 2002. México descalzo. Estrategias de sobrevivencia frente a la modernidad liberal. México: Plaza y Janés.

 

Fenner, Justus. 2012. La llegada al sur. La controvertida historia de los deslindes de terrenos baldíos en Chiapas, México, en su contexto internacional y nacional, 1881-1917. Disco compacto editado por El Colegio de Michoacán, Universidad Nacional Autónoma de México.

 

 ______. 2006. La defensa de las tierras colectivas en Chiapas, 1876-1900. Denuncios registrados en el Juzgado de Distrito de Chiapas. En Historia Judicial Mexicana, tomo ii, 867-898. México: Suprema Corte de Justicia de la Nación.

 

Hale, Charles. 1991. La transformación del liberalismo en México a fines del xix, traducción de Purificación Jiménez. México: Vuelta.

 

 ______. 1972. El liberalismo mexicano en la época de Mora (1821-1853). México: Siglo XXI. 

 

Hoffmann, Odile (coordinador). 2010. Política e identidad. Afrodescendientes en México y América Central. México: Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, Instituto Nacional de Antropología e Historia, Centro de Estudios Mexicanos y Centroamericanos, unamir.

 

Irurozqui Victoriano, Marta. 2005. La mirada esquiva. Reflexiones históricas sobre la interacción del Estado y la ciudadanía en los Andes (Bolivia, Ecuador y Perú), siglo xix. Madrid: Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 

 ______. 2004. La ciudadanía en debate en América Latina. Discusiones historiográficas y una propuesta teórica sobre el valor público de la infracción electoral. Documento de Trabajo No. l 139. Lima: Instituto de Estudios Peruanos.

 

König, Hans Joachim. 2000. Nacionalismo y nación en la historia de Iberoamérica. En Estado-nación, comunidad indígena, industria. Tres debates al final del milenio, coordinado por Hans Joachim König, Tristán Platt y Colin Lewis, 7-48. Ámsterdam: Asociación de Historiadores Latinoamericanistas Europeos.

 

 ______. 1998. ¿Bárbaro o símbolo de libertad? ¿Menor de edad o ciudadano? Imagen del indio y política indigenista en Hispanoamérica. En El indio como sujeto y objeto de la historia latinoamericana. Pasado y presente, editado por Hans Joachim König, 13-34. Frankfurt: Vervuert.

 

Kuntz, Sandra (coordinadora). 2010. Historia económica general de México. De la Colonia a nuestros días. México: El Colegio de México, Secretaría de Economía.

 

Langer, Erick D. 2009. Bringing the Economic Back In: Andean Indians and the Construction of the Nation-State in Nineteenth-Century Bolivia. Journal Latin American Studies (41): 527-551.

 

Palacios, Guillermo (coordinador). 2007. Ensayos sobre la nueva historia política de América Latina, siglo xix. México: El Colegio de México.

 

Palti, Elías J. 2007. El tiempo de la política. El siglo xix reconsiderado. Buenos Aires: Siglo XXI Editores.

 

Pérez Herrero, Pedro e Inmaculada Simón (coordinadores). 2010. El liberalismo, la creación de la ciudadanía y los estados nacionales occidentales en el espacio atlántico (1787-1880). Bucaramanga: Universidad Industrial de Santander, Universidad de Alcalá.

 

Pérez Toledo, Sonia (coordinadora). 2012. Trabajo, trabajadores y participación popular. Estudios sobre México, Guatemala, Colombia, Perú y Chile, siglos xviii y xix. Barcelona: Anthropos Editorial, Universidad Autónoma Metropolitana-Iztapalapa.

 

Portillo, José M. 2014. La proyección historiográfica de Cádiz. Entre España y México. Historia Crítica 54: 49-74.

 

Quijada, Mónica. 2000. Nación y territorio: la dimensión simbólica del espacio en la construcción nacional argentina, siglo xix. Revista de Indias ccxix (54): 373-394.

 

Quijada, Mónica, Carmen Bernard y Arnd Schneider. 2000. Homogeneidad y nación. Con un estudio de caso: Argentina siglos xix y xx. Madrid: Consejo Superior de Investigaciones Científicas.

 

Reina, Leticia y Ricardo Pérez Montfort (coordinadores). 2013. Fin de siglos ¿fin de ciclos? 1810, 1910, 2010. México: Instituto Nacional de Antropología e Historia, Centro de Investigación y Docencia en Humanidades del Estado de Morelos, Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social, Siglo XXI.

 

Reyes Heroles, Jesús. 2002. El liberalismo mexicano, tercera edición aumentada. México: Fondo de Cultura Económica. 

 

Serrano, José Antonio. 2007. Igualdad, uniformidad, proporcionalidad. Contribuciones directas y reformas fiscales en México, 1810-1846. México: El Colegio de Michoacán, Instituto Mora.

 

Solano, Sergio Paolo y Roicer Flórez. 2013-2014. Sociedad, tierra y poder en los Estados Unidos de Colombia, 1857-1885. El caso del Estado Soberano de Bolívar. Diálogos, Revista electrónica de Historia xiv (2).

 

 




 



1 Véase Pérez Herrero y Simón (2010), donde se analizan aspectos como la fiscalidad, la nación, la ciudadanía, los órganos políticos, entre otros, en el “espacio atlántico”. En la misma sintonía se propone observar los aspectos que implicó Cádiz en un paso más del liberalismo: Portillo (2014).


2 Véanse por ejemplo, algunos de los trabajos que se encuentran en Escobar Ohmstede et al. (2010).


3 La historiografía latinoamericanista ha girado en torno a la definición de la ciudadanía, la cuestión de la soberanía, los mecanismos de representación, la formación y funcionamiento de la economía y las relaciones interinstitucionales de los poderes civiles.


4 Baste recordar que el término “nación” se utilizó a lo largo del periodo colonial para designar de manera individual a los distintos grupos que convivían bajo el gobierno común de la Corona española.


5 Ejemplo de ello —entre muchos otros posibles— es el intercambio de cartas entre el gobierno de Estados Unidos y las autoridades de Buenos Aires en fecha tan temprana como 1820, cuando estas últimas, a requerimiento del primero, hacen una reivindicación de fronteras nacionales que abarcan todo el territorio meridional hasta el Estrecho de Magallanes. Cf. Quijada (2000).


6 Un estudio reciente sobre lo que implicaron los deslindes en el último tercio del siglo xix en México es el de Fenner (2012), quien muestra las diversas y variadas formas que se dieron, y cómo hubo importantes negociaciones sobre las tierras que pretendían ser deslindadas. En otro estudio del mismo autor (2006), éste considera que los denuncios no tuvieron que ver con los pueblos indígenas.


7 Véanse varios de los trabajos que se encuentran en Escobar Ohmstede y Butler (2013).


8 Véanse por ejemplo varios de los artículos de la Revista de la Historia de la Economía y de la Empresa (no. 6, 2012), la cual contiene interesantes trabajos en torno a los bancos en América Latina en los siglos xix y xx.


9 El liberalismo mexicano tuvo una primera edición en 1961.


10 Edmundo O’Gorman había publicado varios trabajos que tenían como eje rector el análisis del liberalismo en el siglo xix. Entre ellos podemos mencionar México, el trauma de su historia (1977) y La supervivencia política novohispana, ¿monarquía o república? (1967). Hacia 1967 O’Gorman analiza las utopías conflictivas de mediados del siglo xix con mayor precisión, la primera como monarquía y la segunda como republicanismo, una derivada del Plan de Iguala, la otra inspirada por Norteamérica y enraizada en la Constitución de Apatzingán. La persecución de estas utopías constituyó un “subterráneo forcejeo ontológico”, cuya razón de ser hunde las raíces en la diferente constitución originaria entre las dos Américas. Finalmente, en su ensayo más provocativo y tal vez más pesimista (1977), O’Gorman añadió una dimensión económica a su caracterización de la persecución de utopías, la cual formaba parte “del debate en torno al problema de la identidad histórica de la nación americana”. Según este autor, los liberales intentaron primero imitar las instituciones políticas y el sistema económico de Estados Unidos, mientras preservaban elementos de la herencia colonial. Los conservadores, por su parte, buscaron en primer lugar mantener el sistema social y los valores del pasado colonial, y en segundo alcanzar la prosperidad económica de aquel país. Ambos esfuerzos eran internamente contradictorios y, externamente, se convirtieron en bases de conflicto perpetuo.


11 No podemos dejar de lado lo que implicó el liberalismo popular, discutido por Florencia Mallon, Guy P. Thomson, Romana Falcón, entre los más destacados.


12 Véase, como ejemplo, entre muchos, la obra coordinada por Reina y Pérez Montfort (2013).







Parte I

El liberalismo y lo agrario








Reparto de tierras y medidas de fundos legales:
demandas de los pueblos mayos, 1824-1863

 

 

Gustavo Lorenzana Durán1

 

 

 

 

En la legislación emitida por la Corona española en materia de tierras se observa una invariable voluntad por la conservación y protección de las mismas en manos de los indios. Acorde con nuestro objeto de estudio, dos normas de la extensa compilación de leyes son de nuestro interés. La primera es la Real Cédula del 4 de junio de 1687. Por medio de esta ordenanza se mandaba al virrey y a la Audiencia de México a dotar de 600 varas de tierras a los pueblos indios.2 Este canon, como lo veremos más adelante, fue aplicado por la autoridad estatal de Sonora ya en la vida independiente.

La segunda norma es la Instrucción que Carlos III le entregó al visitador José de Gálvez sobre la asignación y repartimiento de tierras a favor de los pueblos indios. El futuro marqués de Sonora, en su recorrido de la ensenada de Santa Bárbara –ubicada en la costa del actual municipio de Huatabampo, Sonora– al Real de Los Álamos, se alojó en el pueblo de Camoa. En este lugar, el capitán general del río Mayo, Martín Yucupisa, le solicitó a nombre de los gobernadores, alcaldes y naturales de los pueblos del citado río, la entrega de tierras para dedicarse a la agricultura aprovechando las avenidas del río Mayo y la ganadería.3 Gálvez respondió que una de sus tareas era realizar el reparto de tierras de comunidad a los pueblos indios y a los indios en lo individual.4

 

 

 Figura 1. Pueblos mayos, 1824-1867
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Fuente: elaboración propia.

 

Ya en el Real de Los Álamos, el 23 de junio de 1769 Gálvez dio a conocer la Instrucción que debían aplicar sus comisionados en la asignación y repartimiento de tierras a los pueblos indios, a los indios, a los españoles y a las castas en las provincias de Sonora y Sinaloa.5 Carlos III, quizá teniendo en mente la condición miserable por la que atravesaban los labriegos españoles (Sarrailh 1981, 20) debido a que no eran propietarios de tierras, quiso por lo menos en el papel evitar que los indios estuvieran en tal estado.

El propósito de Carlos III fue convertir a los naturales en propietarios de tierras y con ello, poner en práctica la actividad agrícola aprovechando el agua proveniente de las lluvias. Tal intención también se esperaba cumplir en España, según el sentir de las sociedades de “Amigos del País”, al compartir la siguiente aspiración: “Progreso material, desde luego: es preciso que los campos se cultiven mejor, y esto será cuando la propiedad esté mejor repartida” (ibíd., 13). Sin duda, la mencionada Instrucción daba respuesta a la bandera enarbolada por las ya citadas sociedades para el caso del reino de la Nueva España y demás reinos y provincias.

Una ley de tal naturaleza, en palabras de Melchor Gaspar de Jovellanos, favorecía a la agricultura, cuya “tendencia es la perfección” (Jovellanos s/f, 6). Además, dejó en claro su postura respecto al papel que debía desempeñar la legislación en la actividad agrícola: “El único fin de las leyes respecto de la agricultura debe ser proteger el interés de sus agentes, superando todos los obstáculos que pueden obstruir o entorpecer su acción o movimiento” (ídem).  

Jovellanos se declaró a favor de la propiedad individual y del aumento de los propietarios particulares. Apostó por las “ventas libres y absolutas de los baldíos y de las tierras concejiles” (ibíd., 10), además de convertir “los comunes en propiedad particular” (ibíd., 15).6 La postura de Jovellanos era compartida por las Sociedades Económicas de Amigos del País. En su seno se alzaba la consigna de la libertad económica, la cual se debía aplicar en todas las actividades de esta naturaleza, incluida la agricultura (Sarrailh 1981, 550). Por lo anterior y por la aceptación de las nuevas doctrinas por una minoría selecta, Sarrailh nos dice que “la escuela liberal tenía carta de ciudadanía en España” (ibíd., 549). 

Mientras el grupo minoritario de letrados se pronunciaba a favor de la libertad económica, Carlos IV expidió el 23 de marzo de 1798 una Real cédula que contemplaba el denuncio de los terrenos baldíos (Fabila 1981, 51-52); con esta norma superaba la desidia política que Jovellanos (s/f, 10) veía en los gobernantes al dejar sin dueños y colonos, dilataciones de tierra cultivable. La oferta para los denunciantes se ampliaba y con ello, el aumento en los ingresos en la Contaduría por la venta de tierras de diferente tipo. 

Por su parte, el Supremo Consejo de Regencia dio a conocer el 26 de mayo de 1810 el Real decreto por medio del cual se eximía del pago de tributos a los indios y se ordenaba el repartimiento de tierras y aguas a los pueblos que tuviesen necesidad de ellas, con la obligación de ponerlas sin menor dilación en cultivo (Fabila 1981, 59). 

En los últimos años del dominio español, las Cortes generales y extraordinarias también hicieron su aportación en la materia a través del decreto del 9 de noviembre de 1812. Con el ánimo de fomentar la agricultura, abolieron la mita y ordenaron el reparto de las tierras inmediatas a los pueblos a los indios casados o mayores de 25 años, a condición de que dichas tierras no fuesen de dominio particular o de las comunidades. Las diputaciones provinciales tomarían la mitad de las tierras y asignarían a cada individuo la cantidad de terreno que le correspondiera. Los beneficiados estaban obligados a cultivar la tierra y tenían prohibido venderla (ibíd., 68). 

En mi opinión, con esta norma los legisladores gaditanos pusieron en marcha el plan encaminado a suprimir la posesión comunal de la tierra. He aquí ya planteado uno de los asuntos que años más adelante retomarían tanto los integrantes del Congreso del Estado de Occidente como el de Sonora. La premisa era convertir a los indios en propietarios de tierras bajo la guía del liberalismo. Mientras ese momento llegaba, se ordenó a las diputaciones provinciales por medio de la Real Orden del 15 de noviembre de 1812, efectuar el reparto de tierras de manera inmediata. En caso necesario, deberían apoyar con los fondos de las Cajas de Comunidad de indios –en el caso de existir– la explotación de sus sementeras (ibíd., 70). 

Con base en el anterior recorrido legislativo, el presente trabajo tiene como objetivo mostrar por una parte la continuidad que en materia de legislación agraria se dio entre lo que se ha denominado “antiguo” régimen y el nuevo régimen al consumarse la independencia. Por otra, abordar las solicitudes de reparto de tierras y medidas de fundo legal presentadas por las pueblos mayos. 

 

 

Legislación: medio para convertir las tierras de comunidad 

en tierras de propiedad privada, 1828

 

Los diputados occidentales compartieron la idea expresada por Jovellanos y avalada por la minoría selecta de multiplicar el número de propietarios por medio de la circulación de los diferentes tipos de tierras. Para alcanzar dicho objetivo, los legisladores siguieron la ruta trazada por la monarquía española: la redacción de leyes en materia de tierras. Sin duda, aquéllos le apostaron a las normas como medio para superar los obstáculos que impedían el avance de la agricultura. Los diputados antes mencionados también colocaron en la órbita de su interés legislativo a los pueblos indios y a las tierras de comunidad.  

Los constituyentes, por medio de la fracción xviii del artículo 109 de la Constitución Política del Estado Interno de Occidente de 1825, se asignaron entre otras cosas la tarea de legislar sobre “los límites de los terrenos de los ciudadanos indígenas” (Colección de Constituciones 1828, 57). Llama la atención el uso del sustantivo “ciudadanos” aplicado a los indios. Ahora, la condición para el acceso a la propiedad de la tierra era ser ciudadano, ya no era suficiente con ser indio. 

Siguiendo esta lógica, los diputados occidentales expidieron la ley número 88 para el gobierno de los indios del 30 de septiembre de 1828.7 Por medio de este canon, se les concedía a los indios asentados en el Estado de Occidente los derechos de igualdad, libertad, propiedad y seguridad. En otras palabras, los derechos del hombre y del ciudadano protegían a los indios. Los derechos también traen consigo obligaciones. Dos deberes que debían cumplir los indios eran cultivar la tierra y aumentar sus bienes. Asimismo, quedaron en igualdad de condiciones con los vecinos para el disfrute “de los goces a que son destinados los fondos de propios, los cuáles se invertirán entre otras cosas para el pago de preceptores y maestros que tuvieran a su cargo la enseñanza, la educación e instrucción de los niños y las niñas”.8 
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